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FORO

“Las ciudadanías locales ante el acceso a la información 

y la transparencia gubernamental”
(21 de mayo, Ciudad de México)

INICIATIVA DE LA SOCIEDAD CIVIL EN VERACRUZ PARA LA TRANSPARENCIA GUBERNAMENTAL: UN PROCESO PEDAGÓGICO, ORGANIZATIVO Y LEGAL

Francisco Domínguez Canseco / Alfonso Osegueda Cruz, CESEM-Veracruz

Introducción

El presente documento expone la experiencia ciudadana en materia de derecho al acceso a la información y la transparencia promovida por el CESEM-Veracruz, la cual consistió en un proceso pedagógico, organizativo y legal a través de movilizaciones y foros que diversos  organismos civiles, académicos y políticos realizaron para, entre otros aspectos, debatir la iniciativa de Ley de Acceso a la Información presentada por el Ejecutivo estatal al Congreso local en Veracruz y generar alternativas más cercanas a los intereses ciudadanos en esta materia.

Antecedentes de la acción ciudadana

En algunos municipios de nuestro estado y de nuestro país se han generado experiencias exitosas de organización de la participación de la ciudadanía en la toma de decisiones en común con el ayuntamiento. Estos organismos tales como Parlamentos municipales, Cámaras de Consejeros, Consejos de Gobierno, etc. han demostrado ser espacios de corresponsabilidad entre gobernantes y gobernados para la implementación de políticas de largo alcance en beneficio de la población. Desgraciadamente, el marco jurídico municipal no garantiza su reconocimiento pleno ni su permanencia.

Debe legislarse para establecer la obligatoriedad de los gobiernos locales de promover de espacios, mecanismos y formas de participación ciudadana en las decisiones trascendentales del municipio; en la implementación y desarrollo  de reglamentos municipales en la materia y en el establecimiento de mecanismos legales y de presupuestos participativos que sirvan para rendir cuentas a la ciudadanía.

En los municipios, muchos alcaldes y servidores públicos de primer nivel, ganan salarios exorbitantes que no corresponden a la realidad económica que vive la población y el país. Esta situación no es privativa de los municipios: en los demás ámbitos de gobierno, nuestros representantes y funcionarios ganan mucho dinero público sin que existan controles legales suficientes para impedirlo.

Se necesita reglamentar el sueldo de los ediles y servidores públicos municipales, al igual que en todos los ámbitos de gobierno, de manera que existan tabuladores claros y justos, estableciendo un porcentaje equilibrado entre el gasto de la nómina y el gasto social y operativo del ayuntamiento.

Por otra parte, se hace imprescindible el establecimiento de contralorías sociales que permitan una verdadera fiscalización de los recursos públicos por parte de la ciudadanía.

Se requiere legislar para que la totalidad de los recursos municipales, incluyendo los del ramo 033 sean fiscalizados por la Auditoría Superior de la Federación, y no por los órganos de fiscalización de los Estados.

Cuando una autoridad o persona llega al ayuntamiento muchas veces no sabe qué hacer una vez que tiene el cargo. Es indispensable un mejoramiento del servicio público municipal que en la actualidad es deficiente y de poca calidad. Se hace necesario establecer la obligación para aquellas personas que sean candidatos a puestos de elección popular a nivel municipal contar con la capacitación suficiente para el desempeño del cargo y establecer la obligatoriedad de una profesionalización permanente durante el desempeño de su gestión, aplicándose sanciones por incumplimiento de esta norma.

Por otra parte, se requiere establecer el servicio civil de carrera obligatorio, incluyendo el registro oficial de servidores públicos municipales para asegurar la permanencia y la promoción del personal, lo que permita una mayor profesionalización y continuidad en la administración pública.

Una plataforma Municipalista, como respuesta ciudadana 

Con base a los aspectos anteriores, el CESEM inició el 13 mayo del 2003 la construcción de una plataforma ciudadana local. A partir de ello se inició una convocatoria donde nos reunimos un grupo de ciudadanos/as municipalistas veracruzanos de distintas tendencias sociales y de distintas organizaciones civiles, con la idea de elaborar un documento que contuviera una serie de puntos de reforma municipal, con los que pensamos, se cambiaría la realidad política de los municipios para acercarse a una realidad más democrática en la vida local. 

Al documento final le llamamos Plataforma Municipalista. La intención inicial era publicar este documento y buscar que fuera considerado y discutido por los candidatos a Diputados ante el Congreso de la Unión y por los legisladores del Congreso del Estado. La Plataforma Municipalista fue firmada por alcaldes, síndicos, regidores, agentes municipales, ex ediles, integrantes de organizaciones sociales, indígenas y de partidos, mujeres y hombres. 

Algunos de los Planteamientos básicos de la Plataforma son:

1. Reconocimiento jurídico a organismos de participación ciudadana en la toma de decisiones.

2. Austeridad y transparencia en las finanzas municipales.

3. Capacitación y profesionalización del servicio público municipal.

Otras reivindicaciones de la Plataforma tienen que ver con: 

· El reconocimiento a las formas de ejercicio de gobierno propios de los Pueblos Indígenas.

· Incorporación de la perspectiva de equidad y género en la vida municipal.

· Garantizar un Desarrollo autonómo en el municipio.

Diez días después de hacer pública la Plataforma Municipalista (2 de junio del 2003) se promulgó a nivel nacional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, una ley que permite reducir la corrupción, mejorar la eficiencia gubernamental y los sistemas de rendición de cuentas de los funcionarios a la ciudadanía. Al conocerla, manifestamos importantes coincidencias con la Ley Federal de Acceso a la Información, ya que de aplicarse una ley similar en los ámbitos estatal y municipal se estaría en posibilidades de impulsar transformaciones democráticas en Veracruz.

Hacia las acciones contra la iniciativa estatal de transparencia

En el estado de Veracruz existen 212 municipios y el Congreso Estatal está compuesto por 45 diputados; 29 del PRI; 9 del PAN; 4 del PRD; y 1 respectivamente de Convergencia, PT y PVEM. La anterior conformación del Congreso Estatal le otorga una mayoría al PRI quien también gobierna la entidad. 

La rendición de cuentas y la transparencia en el manejo de los recursos públicos no se practica en la entidad. La información en manos de los ayuntamientos, el gobierno del estado y en general de los organismos públicos es sistemáticamente negada a quién lo solicita y cuando se publica se hace de manera parcial o limitada. Un ejemplo en este sentido, es el hecho de que por disposición de la normatividad federal aprobada en el Congreso de la Unión, los gobiernos estatales están obligados a informar acerca del destino de los recursos del ramo 033 que manejan los ayuntamientos. Durante el Gobierno de Patricio Chirinos (1992-1998), el Ejecutivo detallaba en su informe anual el destino de estos recursos que aplicaban los ayuntamientos. De esta forma se podían detectar irregularidades y desviaciones de recursos que los alcaldes realizaban, puesto que se informaba de presupuestos, obras, comunidades y número de beneficiados de éstas y si las obras estaban en proceso o habían sido terminadas. Con el Gobierno de Miguel Alemán, esta práctica no continuó, ahora estos datos no se encuentran en los informes anuales. Incluso ante la opinión pública el Gobernador señaló sobre su negativa de hacer pública su declaración patrimonial, porque no quería presumir de sus bienes. 

En Veracruz, existe un órgano superior de fiscalización de los recursos públicos, al cual las fuerzas políticas de oposición al Gobierno del Estado no le conceden confianza por la manera en que conduce la fiscalización de los recursos de los distintos órganos de gobierno. Su actividad  es calificada como muy costosa y aplicada con criterios políticos y de grupo. 

En este contexto, el Gobernador Miguel Alemán envió una iniciativa de ley al Congreso Estatal; de igual manera, el PAN, el PRD y el PT enviaron iniciativas para legislar el derecho al acceso a la información. Entonces, sentimos la necesidad de conocer estas propuestas y dar nuestra opinión. Es así como el 7 de agosto nos reunimos en Xalapa, además del Cesem, el Director de Radio Teocelo, el regidor sexto de Xalapa, los Síndicos de Puente Nacional y Naolinco, los integrantes de la Escuela Municipalista, representantes del Frente Regional Popular del Sureste del Estado de Veracruz- MAIZ y de la Organización Campesina Independiente de la Sierra de Zongolica, entre otros compañero/as.

En ese evento incluimos el análisis de la iniciativa de Ley de Acceso a la Información que el ejecutivo estatal había enviado al Congreso del Estado, ya que dicha iniciativa se asume como la propuesta de la fracción parlamentaria mayoritaria en el congreso local, la del PRI, y es la iniciativa base para discutir y acordar una Ley con las otras fracciones parlamentarias. De nuestro primer análisis se  desprendieron algunas observaciones preocupantes a la propuesta del ejecutivo estatal del congreso local, ya que contiene severas limitaciones, entre las que podemos subrayar las siguientes: 

1. No tiene como objetivos explícitos el transparentar la gestión pública ni  favorecer la rendición de cuentas y contribuir a la democratización de la sociedad veracruzana. Por el contrario, propone: 

“I Garantizar el derecho a la información pública mediante procedimientos sencillos y expeditos; 

II Permitir a los ciudadanos el análisis de los actos emitidos por el Estado;

III Promover el conocimiento de la gestión pública que permita fomentar una cultura de valoración de los Organismos Públicos; y 

IV Optimizar la clasificación, organización, manejo y archivo de los documentos públicos.”

(Artículo 4 de la iniciativa del Gobernador)

2.- Limita el derecho a la información al considerar como información reservada aquella cuya sola difusión pueda “alterar o poner en peligro el orden social” o comprometa “el patrimonio del Estado”, lo cual abre márgenes claramente discrecionales (Artículo 8 de la iniciativa del Gobernador) 

Los elementos de retroceso en materia de transparencia gubernamental 

La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental obliga a los organismos públicos federales a dar a conocer de manera pública los sueldos incluyendo las compensaciones de los servidores públicos, presupuestos asignados y aplicados por las dependencias, resultados de auditorias, el diseño y ejecución, montos asignados y criterios de acceso a los programas de subsidio, así como los padrones de beneficiarios de los programas sociales, concesiones y contratos de las dependencias gubernamentales. Por su parte, la iniciativa de Alemán no contempla que los órganos de gobierno y los ayuntamientos den a conocer de manera detallada y precisa esta información en forma obligatoria. Con esto, se dejan las cosas en el estado en el que están,  dejando  abierta la puerta a los actos de corrupción. 

La Ley Federal ha creado el Instituto Federal de Acceso a la Información como órgano autonómo responsable de garantizar el derecho de acceso a la información. La iniciativa estatal pretende dispersar esta responsabilidad al delegar esta tarea a una comisión de información de cada dependencia pública o ayuntamiento, por lo que el acceso a la información pública sería limitado. No propone la creación de un organismos ciudadanizado con autonomía operativa, presupuestal y de decisión, que se encargue de promover y difundir el ejercicio del derecho de acceso a la información. 

Los Encuentros Regionales.

En consideración de lo anterior, acordamos convocar a cuatro Encuentros regionales en distintas ciudades del estado con el objetivo de arribar a un Encuentro Estatal que influyera en la decisión legislativa respecto a esta Ley. 

Realizamos cuatro encuentros en cuatro ciudades del Estado: 25 de septiembre del 2003 en  Córdoba, 4 de octubre en Xalapa, 11 de octubre en Poza Rica y 25 de octubre en Cosolecaque, convocando en dichos eventos a 205 personas de las cuales un 30% de ellas fueron mujeres. Quienes participaron  pertenecen a 44 instituciones sociales, gubernamentales, políticas, de medios de comunicación y académicas. De manera particular los alcaldes Hugo Bernal Fernández y Darío Aburto Perdomo, de Córdoba y Cosoleacaque, respectivamente, fueron nuestros anfitriones, así Eduardo Pérez Roque,  Regidor sexto de Xalapa y el periodísta Víctor Cantú, locutor de un conocido noticiero radiofónico de Poza Rica. Blanca Cobos, Sindica de Puente Nacional, Veracruz; Lina Valadéz, representante de la plataforma municipalista de la región de Córdoba, Veracruz, jugaron un importante papel de promoción y apoyo a las acciones.

Se construyó una página en internet donde se incluyó una descripción del proceso organizativo y pedagógico que estábamos iniciando. Ahora ya tenemos en red www.encuentropublico.net. espacio virtual en el que se manifiesta el debate en torno al derecho de información en Veracruz.

En la realización de los encuentros contamos con la colaboración del IFAI, quien apoyó un proceso de capacitación que sirvió a los organismos participantes sobre los contenidos de sus demandas. En este sentido, durante los eventos se hicieron ejercicios de solicitud de información con base a las demandas de las organizaciones, por ejemplo en el encuentro de Xalapa, representantes de la comunidad de Chiltoyac solicitaron a SEMARNAT el estudio de impacto ambiental para la instalación del relleno sanitario en su región. 

Otro de los objetivos que se cumplió en estos encuentros, fue el de profundizar en el estudio y análisis comparativo de las distintas propuestas de ley estatal de acceso a la información. Con base en los resolutivos de los encuentros se pudo elaborar una propuesta ciudadana que plantea los elementos básicos que a nuestro juicio debe tener la Ley de Transparencia y Acceso a la Información: 

1. Contemplar objetivos de transparencia, eficiencia y democratización de la sociedad veracruzana. 

2. Obligar a los gobiernos estatal y municipales así como a otro tipo de organismos públicos (Instituto Electoral Veracruzano, Comisión de Derechos Humanos del estado de Veracruz, Consejo Estatal de Protección al Ambiente, etc.) a informar en forma permanente de su estructura orgánica y funcionamiento, así como del ejercicio de los programas y el manejo de los recursos materiales y económicos. 

3. Crear un Instituto Veracruzano de Acceso a la Información que garantice este derecho, que sea formado por ciudadanos, no gubernamental y no partidario, que no cueste caro al erario, que sea ágil y profesional y que pueda emitir recomendaciones obligatorias e imponer sanciones. 

4. Que la información reservada o confidencial sea mínima y solo aquella que ponga en peligro la seguridad de estado y los derechos de intimidad y dignidad de las personas. 

5. Contener todo un capítulo de sanciones para los servidores públicos que incumplan con la Ley.

6. En el caso de los ayuntamientos, que expongan ante el público: a) las actas de cabildo ordinarias y extraordinarias, los informes anuales de gobierno; los planes de arbitrios, presupuestos de egresos y los informes mensuales de la cuenta pública municipal; b) establecer módulos que contemplen tableros para otorgar y solicitar información, orientación y canalización de solicitudes.

A partir de nuestra decisión de impulsar los Encuentros, la Legislatura del Estado convocó a Audiencias Públicas para discutir las iniciativas de Ley a nivel estatal. En efecto, las comisiones responsables de elaborar el dictamen del Congreso convocaron a 5 audiencias en Tuxpan, Huatusco, Veracruz, Minatitlán y Xalapa. Estas audiencias se realizaron posteriormente a nuestros encuentros y decidimos participar en ellas con ponencias que reflejaran los acuerdos de los Encuentros Regionales. Fue así que en todas las audiencias se expresó la inconformidad ante la propuesta de Ley del Gobernador y se dieron a conocer puntos de vista diversos que coincidían en la necesidad de contar con una Ley para Veracruz estuviera a la altura de la Federal. 

El Encuentro Estatal

El 14 de noviembre del 2003 en el Centro Cultural “Los Lagos” de la ciudad de Xalapa, Veracruz se llevó a cabo el Encuentro Estatal con cuatro los objetivos:

a) Reconocer la importancia del derecho humano de acceso a la información como bien público, para transparentar el ejercicio de la gestión pública y hacer realidad la rendición de cuentas de los gobernantes hacia los gobernados;

b) Reconocer los avances que en materia de legislación se han dado en nuestro país y en otros estados y municipios;

c) Recoger la inquietud de los asistentes a los encuentros regionales y al estatal, en relación con las grandes tareas que se requieren para que la ciudadanía ejerza este derecho; y 

d) Recoger las propuestas para presentar una iniciativa o una plataforma legislativa de la ciudadanía al Congreso del Estado.

A la organización de este Encuentro Estatal se incorporaron otras instituciones: el Instituto de Investigaciones Históricas de la UV, Ciesas Golfo y Gestión de Saberes A.C., contamos con la presencia de trabajadores de los medios de comunicación local. Además asistieron Olivia Domínguez, Directora del Archivo General del Estado, las Diputadas Jazmín Copete y Claudia Serapio del PRD y PT, respectivamente y el Presidente de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, Miguel Angel Díaz Pedroza, del PRI. 

Participaron con ponencias, el alcalde de Cosoleacaque, Darío Aburto Perdomo, la Dra. María Marván Laborde, Comisionada Presidenta del IFAI y Horacio Aguilar Alvarez, Comisionado Consejero del IFAI. 
En las Mesas se recalcó la importancia de que la gente tenga claro por qué es importante estar informados por nuestros gobiernos; sobre el papel de las organizaciones sociales en la difusión del  derecho al acceso a la información, la transparencia, y la rendición de cuentas y de vinculación de este derecho con otras leyes, como la ley de derechos indígenas. Finalmente, se propuso impulsar el acceso a la información municipal como ejercicio de rendición de cuentas. 

En el Encuentro Estatal los participantes de este encuentro establecieron varios compromisos: 

a) crear una comisión para presentar los resolutivos del Encuentro a la legislatura. 

b) difundir en nuestros municipios la Ley Federal de Acceso a la Información Pública Gubernamental; promocionar ampliamente en el estado el derecho de acceso a la información pública. Impulsar una jornada permanente de difusión.

c) acordar mecanismos desde las organizaciones y comunidades para difundir y trabajar por el derecho a la información 

d) difundir el derecho de acceso a la información a través de la televisión, el radio y periódicos, así como a través de folletos con lenguaje accesible y donde se resalte el “para qué” del acceso a la información, es decir su relación con las diversas demandas de la gente; 

e) establecer un mecanismo de coordinación para la defensa del derecho a la información, invitando a diversos sectores sociales;  

f)  impulsar una campaña de difusión orientada a niños y jóvenes estudiantes. También se sugirió promover con el IFAI un programa de capacitación sobre el derecho de acceso a la información.

g) realizar un directorio de participantes y hacerlo circular.

También se habló de la necesidad de “traducir” el lenguaje de la ley y de lo que significa el “acceso a la información” a términos comprensibles para las comunidades rurales y en particular para las comunidades indígenas, esto es, qué información, de qué tipo y sobre qué asuntos, para qué necesidades; de forma tal que las organizaciones civiles puedan ser canales que permitan conocer las necesidades de organizaciones de base y/o comunidades.

Hoy podemos afirmar que hemos creado una corriente de opinión pública favorable a la transparencia. Sin embargo nos falta acordar las grandes líneas estratégicas para hacer realidad este derecho en Veracruz. 

Llegamos a la conclusión de que era necesario: 

a) Una cultura en pro derecho a saber requiere trabajo permanente de educación, capacitación y difusión en todos los ámbitos de la vida social y cotidiana, también requiere saber usar las leyes y los recursos que existen desde ahora. 

b) Respecto a las organizaciones y municipios se planteó la necesidad de dar respuesta a las interrogantes: ¿cómo vincular este derecho con las formas de comunicación y organización comunitaria? ¿cómo utilizar el internet de manera que ayude a resolver problemas de comunicación entre los pueblos, organizaciones y entre gobernantes y gobernados? En este mismo sentido ¿cómo usar radios comunitarias y comerciales, t.v., periódicos y otros medios de comunicación? ¿qué mecanismos y formas para hacer de los municipios, verdaderos ejemplos de transparencia desde ahora? ¿cómo se relaciona la lucha por la transparencia con la reforma municipal que se requiere? Estas y otras son preguntas que se salen de esta coyuntura y que darán un sentido a mediano y largo plazo a este proceso.

Finalmente, las iniciativas de ley presentadas en el Congreso de Veracruz se han sometido a la consulta pública y en el Encuentro Estatal se afinaron nuestras propuestas de contenidos de la Ley en Veracruz.  Como lo afirmó en una audiencia pública organizada por la legislatura el Diputado Miguel Ángel Díaz Pedroza, esta ley no puede ser responsabilidad únicamente de 45 diputados. El mismo día del Encuentro una comisión presentó nuestras propuestas en forma oficial a quienes presentarán el dictamen al Pleno de la Legislatura, y reiteramos la voluntad de tener un canal permanente de comunicación y diálogo de forma tal que todos quedemos satisfechos.
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